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Exp. 515/2018-2 


TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA
SEGUNDA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 217/2021/2
ACTOR: **********
AUTORIDAD DEMANDADA:

COMISIÓN EJECUTIVA ESTATAL DE ATENCIÓN A VÍCTIMAS DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ.
MAGISTRADA: 

HEIDY YAZBE RUIZ ALVARADO
SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA: OSCAR TORRES HERRERA 
San Luis Potosí, San Luis Potosí, a veintiséis de octubre del dos mil veintiuno.

V I S T O,  para resolver en definitiva el Juicio Contencioso Administrativo número 217/2021-2 promovido por el C. **********, en contra de la Comisión Ejecutiva Estatal de Atención a Víctimas del Estado de San Luis Potosí, por la emisión de la resolución dictada el dos de febrero de dos mil veintiuno en el expediente ********** en los siguientes términos:
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el ocho de abril del dos mil veintiuno, el C. **********, promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo en contra de la Comisión Ejecutiva Estatal de Atención a Víctimas del Estado de San Luis Potosí, por la emisión de la resolución dictada el dos de febrero del dos  mil veintiuno en el expediente **********.
II.- Por auto de fecha catorce de abril de dos mil veintiuno, se admitió a trámite la demanda del C. **********,  en contra de la Comisión Ejecutiva Estatal de Atención a Víctimas del Estado de San Luis Potosí, ordenándose correr el traslado correspondiente, para que contestara lo que a su derecho conviniera, ofreciera y exhibiera las pruebas que estimara convenientes.

III.- Por auto de fecha diecisiete de junio de dos mil veintiuno, se tuvo por contestada la demanda por parte de la autoridad demandada, por lo que se ordenó correr traslado a la parte actora.

A la parte actora se le tuvieron por admitidas las siguientes documentales:

1.- Original de la resolución **********, de fecha dos de febrero de dos mil veintiuno, dictada por la autoridad demandada y que constituye el acto impugnado;

2- Constancia de notificación de fecha veintitrés de febrero de dos mil veintiuno;
3.- Copia simple de la recomendación **********, de fecha veinticuatro de febrero de dos mil veinte;

4.- Acuse de recibo del escrito dirigido al Comisionado Ejecutivo de Atención a Víctimas de San Luis Potosí, en fecha treinta de octubre de dos mil veinte;

5.- Original de la constancia expedida por la ********** signado por el Secretario General de la Organización;
6.- Copia fotostática simple del acuse de recibo oficio de Liberación ordenada por el Juzgado Cuarto del Ramo Penal, que detalla como documental sexta del capítulo de pruebas de la demanda;

7.- Copia fotostática simple del oficio de Liberación ordenada por el Director del Centro de Reinserción Social de San Luis Potosí, que detalla como documental séptima del capítulo de pruebas de la demandada;

8.- La instrumental de actuaciones; y, 

9.- La Presuncional legal y humana

A la autoridad demandada, se le tuvo por ofreciendo las siguientes probanzas:
1.- Disco compacto que exhibió la autoridad demandada anexo a su contestación, y que refiere contiene las constancias que integran el expediente base de la resolución ********** impugnada en este juicio;

2.-Instrumental de actuaciones; y, 

3.- Presuncional lógica, legal y humana.

Por último, se señalaron las once horas del trece de julio de dos mil veintiuno, para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado.
IV.- En la fecha y hora señaladas, se llevó a cabo la audiencia final, sin la asistencia de las partes. En el desarrollo de la audiencia se dio cuenta de las constancias de autos; en la etapa de pruebas se tuvieron por desahogadas las que así lo ameritaron, después se hizo constar que no quedaron pruebas pendientes de desahogo; en la etapa de alegatos se certificó que fueron únicamente formulados por la parte actora. Finalmente, se citó para resolver.
C  O  N  S  I  D  E  R  A  N  D  O
PRIMERO.- A esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver el presente juicio en términos de lo dispuesto en los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º, fracción XVIII, 9º fracción III, 24, y 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; segundo párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.

SEGUNDO.- De conformidad con lo dispuesto en el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.

La parte actora cuenta con interés jurídico para promover el presente juicio, en términos del primer párrafo del numeral 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con el original del acto impugnado consistente en la resolución dictada el dos de febrero de dos mil veintiuno, por la Comisión Ejecutiva Estatal de Atención a Víctimas del Estado de San Luis Potosí.
Por su parte la autoridad demandada compareció por conducto del C.**********, Titular de la Comisión Ejecutiva Estatal de Atención a Víctimas del Estado de San Luis Potosí, quien acredita dicho carácter con el Decreto ********** de fecha catorce de septiembre de dos mil veinte, publicado en el Periódico Oficial del Estado de San Luis Potosí.
Las documentales de referencia cuentan con valor probatorio  pleno, de conformidad con lo establecido en el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

TERCERO.- La litis planteada en el presente Juicio Contencioso Administrativo consiste en determinar la legalidad o ilegalidad de la resolución de reparación integral de fecha tres de mayo de dos mil dieciocho, dictada por la Comisión Ejecutiva Estatal de Atención a Víctimas del Estado de San Luis Potosí, en el expediente **********.

CUARTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de una cuestión de orden público que se tiene que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.

En tal sentido, la autoridad demandada al momento de producir su contestación de demanda, hizo valer como causal de sobreseimiento, la prevista en la fracción IV del artículo 229, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, indicando que el dictamen contenido en el expediente **********, de fecha dos de febrero de dos mil veintiuno, fue dictada en cumplimiento a la recomendación **********, emitida por la Comisión Estatal de Derechos Humanos, sobre el caso de violación al derecho humano a la legalidad y seguridad, por la inadecuada prestación del servicio público en materia de procuración de justicia.

A juicio del Titular de esta Sala Unitaria los argumentos en que se sustenta la causal de sobreseimiento resultan infundados, en virtud de que en el presente caso no se actualiza el supuesto previsto en la fracción IV del artículo 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, la cual establece:
“ARTÍCULO 229. Procede el sobreseimiento del juicio:

(…)

IV. Si la autoridad demandada deja sin efecto la resolución o acto impugnados, siempre y cuando se satisfaga la pretensión del demandante…”
De lo dispuesto en la fracción antes transcrita se desprende que procede el sobreseimiento del juicio si la autoridad demandada deja sin efecto la resolución o acto impugnados, siempre y cuando se satisfaga la pretensión del demandante,  situación que, como se anticipó, en el presente asunto no acontece, puesto que no se advierte de constancia alguna que la resolución de reparación integral de fecha dos de febrero de dos mil veintiuno, dictada por la Comisión Ejecutiva Estatal de Atención a Víctimas del Estado de San Luis Potosí, en el expediente **********, hubiere sido dejada sin efectos y además se hubiere satisfecho la pretensión del demandante, de ahí lo infundado del argumento de sobreseimiento planteado por la demandada.

Por otra parte, la autoridad demandada, en su respectiva contestación de demanda hace valer como “EXCEPCIONES”, en la que señaló como excepción la consistente en “SINE ACTIONE LEGIS” y “FALTA DE DERECHO”.

No obstante lo argumentado por la enjuiciada en su contestación de demanda; la suscrita Magistrada considera que esa causal debe desestimarse en virtud de que los razonamientos en los cuales se sustenta, involucra cuestiones inherentes a la resolución de fondo del juicio, esto es, constituyen la materia de Litis del asunto, estrechamente vinculadas con el análisis de la ilegalidad que reclama la parte actora, de ahí que no puedan analizarse en este momento como una causal de improcedencia y sobreseimiento. 

Sirve de apoyo a lo anterior, el criterio contenido en la Tesis de Jurisprudencia -que es aplicable al caso por analogía-, cuyos datos de localización y contenido se reproducen a continuación: 

 “IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI SE HACE VALER UNA CAUSAL QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO DEL ASUNTO, DEBERÁ DESESTIMARSE. Las causales de improcedencia del juicio de garantías deben ser claras e inobjetables, de lo que se desprende que si se hace valer una en la que se involucre una argumentación íntimamente relacionada con el fondo del negocio, debe desestimarse…”

QUINTO.-  Los conceptos de impugnación que plantea la parte actora en su escrito de demanda se localizan de la foja 05 a la 12 del expediente en que se actúa, y que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito; publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia  TCC,  del Apéndice 2000, Novena Época, que a la letra dice lo siguiente:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.-  El hecho de que el Juez  Federal  no  transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.”
SEXTO.- Ahora bien, la parte actora al interponer su escrito inicial de demanda, hace valer un único concepto de impugnación en el cual medularmente manifiesta lo siguiente:

Que le causa agravio la falta de motivación y fundamentación de la resolución dictada, ya que le realizaron una aplicación incorrecta de la ley, que la reparación que la demandada emitió no es integral al no considerar todos y cada uno de los sufrimientos ocasionados y la pérdida económica causada por el hecho victimizante, transgrediendo en consecuencia los artículos 14, 16 y correlativamente el 1° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
Que el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, contempla la garantía de legalidad y seguridad jurídica, que debe revestir todo acto de autoridad para que pueda  cobrar fuerza legal frente a los particulares, señalando entre otras disposiciones, los requisitos que debe cumplir la autoridad administrativa al emitir todo tipo de acto jurídico el cual debe cumplir con los mínimos de fundamentación y motivación legales, además de que deberá seguir todas y cada una de las formalidades, dichos requisitos también son contemplados en el artículo 250 fracción II del Código Procesal Administrativo.
Que no se brindó una reparación integral plena y diferenciada, toda vez que tal y como se menciona en el capítulo de antecedentes respecto a la medida de restitución, la CEEAV determinó que es inaplicable decretarla a su favor porque no es posible devolverle a la situación anterior al hecho, ya que se trata de acciones u omisiones cuyos efectos pueden restituirse solo con la aplicación de una medida.

Que la medida de restitución consiste en regresar al gobernado a la situación previa a la violación que sufrió, así como restituirlo en el pleno goce de sus derechos humanos, así mismo se infiere que para lograr una restitución adecuada para las victimas deben eliminarse lo efectos que tal menoscabo provocó en su esfera jurídica que la CEEAV no tomó en cuenta restablecer plenamente el goce de sus derechos humanos, pues no existió una forma de restitución  en la reintegración en el empleo y siendo omisa en pronunciarse al respecto y realizar lo conducente para que la parte actora pudiera ser reintegrado a su empleo, puesto, que en gran manera la pérdida de su trabajo ha desencadenado permanentemente afectaciones al desarrollo de su núcleo familiar.
Que en cuanto a la medida de rehabilitación la CEEAV determinó otorgar como primer medida de rehabilitación, brindar atención psicológica por la propia Comisión, hasta la total rehabilitación como medida de rehabilitación segunda, una referencia a los servicios de salud del Estado para que se le realizara una valoración médica general o especializada a fin de determinar las afecciones o padecimientos provenientes del hecho victimizante.

Que si bien es cierto, le están brindando atención psicológica no menos cierto es que nunca le practicaron una valoración psicológica por parte de personal especializado que permitiera conocer el tipo de afectación y las sesiones que necesita para superar su afectación, solo se limitaron a decir que se le brindaría la atención hasta su total rehabilitación sin precisar los días de la semana y el horario.

Que en cuanto a la atención medica que determina, realiza una referencia a los servicios de salud del Estado para que se le realizara una valoración médica a fin de determinar las afecciones provenientes del hecho victimizante, empero dicha valoración en todo caso debió realizarse a priori a la resolución para que se pudiera determinar el daño causal y el tratamiento a seguir y no dejarlo como una mera promesa.

Que en cuanto a la medida de compensación dictada por la CEEAV es una medida que es una forma de indemnizar a la víctima mediante una retribución económica que se efectúa a favor de quien haya sufrido algún detrimento como consecuencia de violaciones a derechos humanos, que dicha medida se encuentra consagrada en  el artículo 113 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
Que la CEEAV considero que no existían daños a la integridad física por que las lesiones sufridas en su detención no tuvieron consecuencias permanentes o incapacitantes, conclusión que realiza de manera unilateral sin apoyarse en dictamen o valoración médica alguna, luego entonces como es posible que refiera que no existían daños a su integridad física si tienen pleno conocimiento que resultó afectado en su derecho.

Que en cuanto al daño moral la CEEAV otorgó la cantidad de $23,525.25 (veintitrés mil quinientos veinticinco pesos 25/100 M.N.), deducción que se concluyó al utilizar como medio orientador el monto de sanción que prevé el artículo 327 fracciones II y IV del Código Penal en el Estado realizando el cálculo de doscientas setenta y dos puntos cinco veces el valor diario de la UMA  de $89.62 (ochenta y nueve pesos 62/100 M.N.) que obedece a la media aritmética de la sanción pecuniaria que le correspondería al tipo de delito que se cometió en su perjuicio, siendo ésta la primer medida de compensación. Manifiesta que el monto concedido como daño moral no es suficiente, pues considera que su honra y dignidad han sido afectadas en demasía, y que el medio orientador no es el idóneo ni suficiente para cuantificar el monto del daño causado a su persona dado que la relación con su familia se vieron afectadas, amistades y vecinos pues al habérsele señalado como un violador han provocado sentimientos de impotencia, coraje, desesperación y tristeza.
Que el lucro cesante y pérdida de oportunidades, la CEEAV consideró que no se actualizaban dado que no se advertía que se hubiese tenido como consecuencia la incapacidad física o mental que impidiera desempeñar un empleo o desarrollar una actividad económica, sin embargo por equidad, buena fe y máxima protección otorgó una medida de compensación segunda correspondiente a cinco días de salario en base a los cinco días que estuvo detenido, pero lo cierto es que estuvo detenido injustamente del 3 al 11 de octubre siendo, realmente 9 días en los que estuvo privado de su libertad.
Por otra parte manifiesta que le otorgan lo correspondiente a tres meses de salario resultando la cantidad de $13,461.50 (trece mil cuatrocientos sesenta y un pesos 50/100 M.N.) según la CEEAV porque no existe evidencia de los ingresos o de la actividad que realizaba y solo otorgaron dicha cantidad por que aluden que es lo que la ley del Trabajo establece para que la persona pueda hacer frente a gastos y responsabilidades, pero lo cierto es que la evidencia existe, sin embargo nunca le fue solicitada.

A juicio de esta Segunda Sala Unitaria, los conceptos de impugnación que en este acto se analizan resultan ser parcialmente fundados y suficientes para declarar la nulidad de la resolución impugnada, ello es así en razón de las siguientes consideraciones:
En primer lugar, los agravios de la parte accionante se encuentran encaminados a señalar que el acto debatido se encuentra indebidamente fundado y motivado; por lo que para poder resolver dicho planteamiento, es necesario precisar que todas las autoridades tienen la obligación de fundar y motivar los actos de molestia que afecten la esfera jurídica de los particulares en términos del artículo 16, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
.

Asimismo, los artículos 164, fracción V, 165, fracción II, y 167, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí
, son categóricos en señalar que es un elemento y requisito del acto administrativo el estar adecuadamente fundado y motivado; y que en caso de que se omitiera o fuera irregular lo anterior, producirá la nulidad del acto administrativo. 
En ese sentido, las autoridades están obligadas a plasmar en sus resoluciones, la correspondiente relación e ilación lógica de las razones especiales o causas inmediatas por las cuales arriban a su conclusión.

Es por ello, que al señalar el artículo 16 constitucional que todo acto de autoridad debe estar adecuada y suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresar con precisión el precepto legal aplicable al caso y, por lo segundo, que deben señalarse, también con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto; implica también que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configuren las hipótesis normativas.

Por tanto, a fin de cumplir con los derechos fundamentales de legalidad y seguridad jurídica en sus actos o resoluciones, las autoridades deben citar los preceptos legales aplicables al caso, así como precisar de forma congruente todas aquellas circunstancias especiales, razones particulares o causas en forma pormenorizada, que se hayan tenido en consideración para tener por acreditados dichos extremos. 

Así mismo, debe de contestar cada uno de los argumentos que fueron expuestos por la parte actora en su escrito presentado al procedimiento rescisorio que se instauro en su contra, ello con la finalidad de resolver lo verdaderamente planteado en su defensa, y en consecuencia resolver en base a los argumentos expuestos por las partes en dicho procedimiento.

Tales exigencias tienen como propósito evidente que en todo acto de autoridad, el afectado conozca la esencia de los argumentos legales y de hecho en que se apoyó la autoridad, de manera que quede plenamente capacitado para rendir prueba en contrario de los hechos aducidos por la autoridad, y para alegar en contra de su argumentación jurídica. 

Sirve de apoyo a lo anterior el criterio sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito: 

“FUNDAMENTACION Y MOTIVACION DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS. De acuerdo con el artículo 16 constitucional, todo acto de autoridad debe estar suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y por lo segundo, que también deben señalarse con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto, siendo necesario además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configure la hipótesis normativa. Esto es, que cuando el precepto en comento previene que nadie puede ser molestado en su persona, propiedades o derechos sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad competente que funde y motive la causa legal del procedimiento, está exigiendo a todas las autoridades que apeguen sus actos a la ley, expresando de que ley se trata y los preceptos de ella que sirvan de apoyo al mandamiento relativo. En materia administrativa, específicamente, para poder considerar un acto autoritario como correctamente fundado, es necesario que en él se citen: a).- Los cuerpos legales y preceptos que se estén aplicando al caso concreto, es decir, los supuestos normativos en que se encuadra la conducta del gobernado para que esté obligado al pago, que serán señalados con toda exactitud, precisándose los incisos, subincisos, fracciones y preceptos aplicables, y b).- Los cuerpos legales, y preceptos que otorgan competencia o facultades a las autoridades para emitir el acto en agravio del gobernado.- SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO.” 

De igual manera, refuerzan lo anterior los siguientes criterios cuyos datos de localización y contenido se reproducen a continuación:

"FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DE LOS MANDAMIENTOS DE LA AUTORIDAD. ARTÍCULO 16 CONSTITUCIONAL. Por fundar debe entenderse la expresión de los fundamentos legales o de derecho del acto reclamado; en consecuencia, una resolución reclamada no queda debidamente fundada si no contiene la expresión de ningún fundamento legal o de derecho. Por motivar debe entenderse el señalamiento de las causas materiales o de derecho que hayan dado lugar al acto reclamado, sin que pueda admitirse que la motivación consista en la expresión general y abstracta: ‘por razones de interés público’, ya que la mencionada expresión no señala en principio las causas materiales o de hecho que hubieran dado lugar al acto reclamado."

"FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. De acuerdo con el artículo 16 de la Constitución Federal, todo acto de autoridad debe estar adecuada y suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y, por lo segundo, que también deben señalarse, con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto; siendo necesario, además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configuren las hipótesis normativas."

Ahora bien, se procede a analizar todos y cada uno de los conceptos de impugnación hechos valer por la parte actora:

I.- En la primera parte del único concepto de impugnación,  la parte actora manifiesta, que no existió una forma de restitución en la reintegración en el empleo, además de ser omisa en pronunciarse al respecto y realizar lo conducente para que la parte actora pudiera ser reintegrado a su empleo, puesto, que en gran manera la pérdida de su trabajo ha desencadenado permanentemente afectaciones al desarrollo de su núcleo familiar.

A juicio de esta Sala Unitaria el concepto de impugnación que en este acto se analiza resulta parcialmente fundado, resultando pertinente para un mayor entendimiento, realizar la transcripción de la resolución de reparación integral ********** de fecha dos de febrero de dos mil veintiuno,  en donde se desprende en los párrafos 113, 114, y 115 lo siguiente:

113. No obstante, la victima ha sido enfático en referir que, desde los hechos se encuentra en una situación de desempleo, ya que los días de detención dieron origen a la recisión laboral del lugar en que se desempeñaba, afectando a sus hijos, al no contar con ingresos con los que pudiera proveer la manutención de su familia, tales como el pago de servicios básicos o cuotas escolares. Por lo que si bien, se sostiene que no existen evidencias de daño incapacitantes que le hayan impedido continuar con una actividad económica después de los hechos se dispone que en un intento de compensar el tiempo que permaneció detenido (03 al 07 de octubre de 2014), entretanto se determina su situación jurídica respecto del delito atribuido, así como compensar el despido que derivó de ello, es procedente en términos de equidad, buena fe y máxima protección, compensar las pérdidas económicas que pudieron corresponder a cinco días de salario más lo correspondiente a tres meses de salario, para lo cual se toma como referencia el salario mínimo general vigente, ya que de evidencias no se desprenden datos de ingresos o de la actividad que especifico realizaba, recurriendo al valor vigente por considerarlo justo frente al tiempo transcurrido y los cambios de inflación respectivos.
114. Sirve de criterio orientador para determinar tres meses, lo establecido en el artículo 48 de la Ley Federal del Trabajo, por tratarse de un término con el que un trabajador puede subsistir y hacer frente a gastos y responsabilidades, en lo que da inicio a una nueva relación laboral o genera alguna fuente de ingresos, situación que en presente caso se encuentra aplicable, ya que es con la intención de evaluar objetivamente el periodo de inestabilidad económica que correspondió a la violación de derechos humanos.

115. Por las razones anteriores y de conformidad con lo dispuesto en las fracciones III y  IV  del artículo 64 de la Ley de Atención a Víctimas, se determina como medida de compensación segunda, compensar el lucro cesante causado a ********** con la cantidad de $13,461.50 (trece mil cuatrocientos sesenta y un pesos 50/100 M.N.) resultado del cálculo de 95 veces el valor diario salario mínimo vigente al momento de los hechos, a saber $141.70 (ciento cuarenta  y un pesos 70/100 M.N.) conforme a la información de 2021 que la Comisión Nacional de los Salarios Mínimos  tiene a disposición en la ruta electrónica:……”

Ahora bien, de lo anteriormente transcrito se desprende que la autoridad demandada determina compensar las pérdidas económicas correspondientes a cinco días de salario más lo correspondiente a tres meses de salario, ello de conformidad con lo establecido en el artículo 48 de la Ley Federal del Trabajo, tomando como base para el cálculo el valor diario del salario mínimo vigente al momento de los hechos; ello en virtud de no poder reintegrar a la parte actora al trabajo que desempeñaba con anterioridad.
Motivo de lo anterior, se manifiesta que la autoridad demandada no establece la situación por la que considera tomar el salario mínimo como base para determinar las medidas de compensación señaladas por la parte actora, por lo que dicho concepto de impugnación resulta parcialmente fundado, para decretar la nulidad del acto impugnado, para el efecto de que la autoridad demandada funde y motive, las consideraciones que tomo en cuenta para fijar las compensaciones económicas con el salario mínimo vigente en esa época.

II.- Por otra parte, la actora menciona que en cuanto a las medidas de rehabilitación, la CEEAV determinó que no se han llevado a cabo las mismas, las cuales se desprenden de los párrafos 86, 87, 88, 89 de la resolución impugnada, resultando conveniente realizar su digitalización:
DIGITALIZACIÓN
De lo anteriormente digitalizado, se desprende que la autoridad demandada en su resolución **********, determina lo siguiente:

a).- que se le otorgue como primer medida de rehabilitación, brindar atención psicológica por la propia Comisión, hasta la total rehabilitación;

b).- como medida de rehabilitación segunda, una referencia a los Servicios de Salud del Estado para que se le realizara una valoración médica general o especializada a fin de determinar las afecciones o padecimientos provenientes del hecho victimizante; y,
c).- como medida de rehabilitación tercera, que se considere la situación particular de la parte actora, y en su caso se le brinde la representación jurídica dentro del Juicio Intestamentario que solicitó.

A juicio de esta Segunda Sala Unitaria el concepto de impugnación que en este acto se analiza resulta parcialmente fundado, ello es así en razón de que la medida de rehabilitación señalada en el inciso a) como primera, referente a la atención psicológica por la propia Comisión, resulta ser infundada, ya que si se llevó a cabo la misma, resultando pertinente realizar la digitalización del informe de proceso psicoterapéutico, emitido por el psicólogo ********** de fecha once de enero del dos mil veintiuno, dictamen que hace prueba plena de conformidad con lo dispuesto por los artículos 72 fracción I y 76 del Código Procesal Administrativo en el Estado, el cual se encuentra en el disco compacto que exhibió la autoridad demandada, y que contiene las constancias que integran el expediente base de la resolución impugnada.
DIGITALIZACIÓN
Por otra parte, resulta fundado lo esgrimido por la parte actora en cuanto a que no se han llevado a cabo las medidas de rehabilitación segunda y tercera, las cuales ya han quedado precisadas, ello en virtud de que no obra dentro del expediente en el que se actúa documental que demuestre lo contrario, por lo que se declara la nulidad de la resolución impugnada, para el efecto de que la autoridad demandada realice dichas medidas.
III.- Que la CEEAV considero que no existían daños a la integridad física por que las lesiones sufridas en su detención no tuvieron consecuencias permanentes o incapacitantes, conclusión que realiza de manera unilateral sin apoyarse en dictamen o valoración médica alguna, luego entonces como es posible que refiera que no existían daños a su integridad física si tienen pleno conocimiento que resultó afectado en su derecho.

Así las cosas, esta Segunda Sala Unitaria concluye que resulta procedente, decretar la nulidad del acto impugnado por actualizarse la ilegalidad antes citada, al no reunir el acto impugnado el requisito de motivación y fundamentación, ello en virtud de que no se da contestación a todos y cada uno de los argumentos hechos valer por la parte actora, situación que la deja en estado de indefensión, pues se ha justificado que se transgredieron, las garantías de legalidad y seguridad jurídica a que se refieren los artículos 14 y 16 Constitucionales, por lo que, se actualiza la causal de ilegalidad prevista por el artículo 250, fracción II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que se refiere a la ausencia de fundamentación y motivación del acto impugnado.
En consecuencia, con fundamento en los artículos 250, fracción II, 251 y 252, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se declara la nulidad lisa y llana de la resolución de fecha dos de febrero del dos mil veintiuno,  por lo que se declara su invalidez y se le deja sin efecto legal alguno; para el efecto de que la autoridad demandada vuelva a emitir una nueva resolución en donde de contestación de una manera fundada y motivada cada uno de los argumentos vertidos por la parte actora.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 123, de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º, fracciones I y V, 9º, fracción III, 35, fracción VIII y 36, fracción VII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, así como también los diversos 217, 248, 249, 250, fracción II, y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, SE RESUELVE:
PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, es competente para conocer y resolver la presente controversia.
SEGUNDO.- La actora sí probó los extremos de su acción, en consecuencia;
TERCERO.- Se declara la ilegalidad, invalidez y nulidad lisa y llana de la resolución de fecha dos de febrero del dos mil veintiuno; por las razones y para los efectos expuestos en el Considerando Sexto de este fallo.

CUARTO.- Notifíquese personalmente a la actora y mediante oficio a la autoridad demandada.

Así lo resolvió y firma, la Magistrada del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada Heidy Yazbe Ruiz Alvarado, con apoyo en lo dispuesto por el artículo 42 párrafo segundo de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado José de Jesús Guerrero Anguiano, que autoriza y da fe.- 
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí. 
� No. Registro: 187,973, Jurisprudencia Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Pleno, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XV, Enero de 2002, Tesis: P./J. 135/2001, Página: 5:


� “Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento. En los juicios y procedimientos seguidos en forma de juicio en los que se establezca como regla la oralidad, bastará con que quede constancia de ellos en cualquier medio que dé certeza de su contenido y del cumplimiento de lo previsto en este párrafo.


…”


� “ARTÍCULO 164. Son elementos del acto administrativo:


(…)


V. Estar fundado y motivado…”





ARTÍCULO 165. Son requisitos del acto administrativo:


(…)


II. Que se encuentre adecuadamente fundado y motivado…”





ARTÍCULO 167. La omisión o irregularidad de cualquiera de los elementos establecidos en el artículo 164 del presente Código, producirá la nulidad del acto administrativo, la cual será declarada, de oficio o a petición de parte, por el superior jerárquico de la autoridad que lo haya emitido, salvo que el acto provenga del titular de una dependencia, en cuyo caso la nulidad será declarada por él mismo.”


� Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Tomo 64, Abril de 1993, Tesis VI.2º. J/248, Página 43, Octava Época.


� Séptima Época Registro: 238369 Instancia: Segunda Sala Tesis aislada Fuente: Semanario Judicial de la Federación Volumen: 80, Tercera Parte Materias: administrativa y común  Página: 36


� Séptima Época Registro: 238212 Instancia: Segunda Sala Jurisprudencia Fuente: Semanario Judicial de la Federación Volúmenes: 97-102, Tercera Parte Materia: común Página: 143





